
 

 

ACTA Nº 14.744 
  

SESIÓN DEL MARTES 07 DE JULIO DE 2020 
  

En Montevideo, a los siete días del mes de julio de dos mil 
veinte, a las catorce y treinta horas, en la sala de sesiones, se 
reúne el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, con la 
presencia de los señores Presidente Dra. Casilda Echevarría y 
Director Dr. Gustavo Cersósimo. 
  
Actúa en Secretaría la señora Gerente de División Secretaría 
General Beatriz Estévez. 
  
Están presentes los señores Gerente General Ec. Álvaro Carella, 
Asesor Letrado Dr. Héctor Dotta y Asesor de Presidencia Dr. 
Álvaro Diez de Medina. 
  
A continuación, se tratan los siguientes asuntos:  
 
 

Nº 0470 
  

DIRECTORIO - APROBACIÓN DE ACTA - Se da lectura al 
acta número catorce mil setecientos cuarenta y dos, 
correspondiente a la sesión celebrada el día veintitrés de junio de 
dos mil veinte, la que se aprueba. 

Nº 0471 

Expediente Nº 2020-52-1-01653 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - LEY Nº 19.210 - CONTRATO 
CON "FIRST DATA CONOSUR SRL" PARA 
IMPLANTACIÓN SISTEMA POS DE PAGO MEDIANTE 
TARJETA DE DÉBITO - Se aprueba el texto del contrato a 
suscribir. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 18 de 
junio de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: Lo dispuesto por la Ley de Inclusión Financiera Nº 
19.210 y el Proyecto "Implementación sistema pos de pago 
mediante tarjeta de débito", definido como objetivo Institucional. 
CONSIDERANDO: I) La necesidad del Banco Hipotecario del 
Uruguay de adecuar sus sistemas de pago a la normativa 
vinculada a la Ley de Inclusión Financiera, la cual ha sido 
definida como proyecto institucional. 



 

 

II) Que el Banco Hipotecario del Uruguay en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 33, literal C, numeral 3 del TOCAF, 
aprobado por Decreto Nº 150/012, desea contratar a First Data 
Conosur SRL. 
III) Lo informado por la División Servicios Jurídicos y Notariales 
con fecha 31 de octubre de 2019 y 18 de junio de 2020, por la 
División Operaciones el 10 de junio de 2020 y por la Gerencia 
General el 17 de junio de 2020, en donde se da cuenta de la 
necesidad de la contratación del servicio y la aprobación de las 
comisiones establecidas. 
RESUELVE: Aprobar los términos del contrato a suscribir con 
First Data Conosur SRL, estableciendo un arancel por 
transacción del 0,75% + IVA para tarjeta de débito nacional". 
  

Nº 0472 
  

Expediente Nº 2019-52-1-11550 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - CONTRATO CON VISANET 
PARA IMPLANTACIÓN SISTEMA DE PAGO MEDIANTE 
TARJETA DE DÉBITO - Se aprueba el tarifario propuesto y se 
adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 12 
de marzo de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: I) Que por resolución de Directorio N° 0207/20, de 
fecha 20 de febrero de 2020, se dispuso aprobar los términos 
generales del contrato a suscribir con Visanet Uruguay. 
II) Que por informe de la División Servicios Jurídicos y 
Notariales se dispuso que, en forma previa a la firma, 
correspondía la aprobación del cuadro tarifario por la prestación 
del servicio que se contrata. 
III) Que el Departamento Sistemas de Pagos adosó al modelo de 
contrato remitido por Visanet Uruguay, los porcentajes 
establecidos como arancel para las transacciones y el número de 
cuenta donde se acreditarán los pagos. 
CONSIDERANDO: I) Que resulta conveniente el tarifario 
propuesto. 
II) Lo informado por la División Servicios Jurídicos y Notariales. 
RESUELVE: 1.- Ratificar las condiciones generales del contrato 
aprobado por resolución de Directorio N° 0207/20. 
2.- Aprobar el tarifario propuesto que se transcribe a 
continuación: 
  



 

 

MONEDA 
 PLANES DE 

VENTA 
 PRECIO POR 

SERVICIO 

 PLAZO DE PAGO 
DEL PRIMER 

VENCIMIENTO 

 Pesos  Débito/Electrón 0,85%   1 día hábil 

 Pesos 
 Ext. 

Débito/Electrón
 2,50%  2 días hábiles 

  
3. Ratificar la inclusión del número de cuenta consignado en el 
modelo de contrato, que se transcribe a continuación: 
  

 NÚMERO DIRECCIÓN 

XX  Daniel Fernández Crespo N° 1508, Montevideo 

  
Nº 0473 

  
Expediente Nº 2018-52-1-04806 - GERENCIA GENERAL - 
PROGRAMA DE TRANSFORMACIÓN DEL SISTEMA DE 
INFORMACIÓN - FUNCIONARIOS QUE DESEMPEÑAN 
TAREAS EN RÉGIMEN DE 8 HORAS - ALTAS Y BAJAS 
CORRESPONDIENTES A LOS MESES DE JUNIO Y 
JULIO DE 2020 - Se toma conocimiento y se aprueba lo actuado. 
VISTO: La resolución de Directorio Nº 0037/18 de fecha 31 de 
enero de 2018, mediante la cual se aprobó la estructura de 
gobierno del Programa de Transformación del Sistema de 
Información. 
RESULTANDO: Que en dicha disposición -entre otras medidas- 
se delegó en la Gerencia General y en la Dirección del Programa, 
actuando en forma conjunta, la designación de los funcionarios 
que pasarán a cumplir funciones en régimen de 8 horas, debiendo 
dar, oportunamente, cuenta de ello al Directorio. 
CONSIDERANDO: Que según lo informado por los respectivos 
gerentes de proyecto para el mes de junio no hubo 
modificaciones con respecto del mes de mayo, mientras que a 
partir del 1º de julio comenzaron a cumplir funciones en régimen 
de 8 horas los funcionarios: Andrea Lorenzo, Cristina Silveira, 
Graciela Moreno, Melisa Moraes, Rossana Vecchio, Tatiana 
Botta, Viviana Trabuco, Leticia Arbiza, Ximena Legarburo, 
Mary Clavijo, Virginia Román, Carolina Eiras, Facundo Neme, 
Alfredo Cordero y Leonardo Álvez. 
SE RESUELVE: Darse por enterado y aprobar lo actuado. 
  
 
 



 

 

Nº 0474 
  

Expediente Nº 2020-52-1-04186 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRES. AA Y BB - RECURSO 
DE REVOCACIÓN CONTRA RESOLUCIÓN 
DE DIRECTORIO DE FECHA 22 DE AGOSTO DE 1985, 
ACTA Nº 12784, POR LA CUAL SE CREÓ EL 
"COLGAMENTO 2" - Se desestima el recurso de revocación 
interpuesto y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 24 de 
junio de 2020, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: El recurso de revocación y solicitud de suspensión del 
acto administrativo interpuesto por AA y BB, contra la 
resolución de Directorio de fecha 22 de agosto de 1985, Acta Nº 
12.784, mediante la cual se creó el "Colgamento 2". 
RESULTANDO: I) Que con fecha 8 de junio de 2020 se 
presentan los Sres. AA y BB, quienes interponen el recurso 
administrativo de revocación y la solicitud de suspensión del acto 
administrativo, contra la resolución de Directorio de fecha 22 de 
agosto de 1985, Acta Nº 12.784, que creó el "Colgamento 2". 
II) Que manifiestan no haber sido nunca notificados de dicha 
resolución, agregando que habrían tomado conocimiento del acto 
con fecha 27 de mayo de 2020, ya que, si bien en forma previa 
venían abonando esos colgamentos, desconocían la razón de la 
obligación. 
III) Que atento a la falta de notificación personal del acto, es que 
los recurrentes entienden que el recurso de revocación presentado 
en fecha 8 de junio de 2020 se ha interpuesto en tiempo y forma. 
IV) Que fundan posteriormente las razones por las cuales 
entienden que debe hacerse lugar al recurso interpuesto, 
solicitando la suspensión provisional del acto y finalmente su 
revocación. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar el recurso de revocación y solicitud de 
suspensión del acto administrativo, por haber sido interpuesto la 
recurrencia en forma extemporánea. 
II) Que si bien los recurrentes indican la fecha del 27 de mayo de 
2020 como aquella en la cual tomaron conocimiento del acto 
impugnado, del expediente administrativo Nº 2020-52-1-04186, 
surge que el conocimiento del acto tuvo lugar en forma previa. 



 

 

III) Que conforme surge de fs. 12, con fecha 17 de febrero de 
2014, los aquí recurrentes solicitaron financiar el pago de ese 
colgamento 2 que se había generado en virtud de la aplicación de 
la resolución de Directorio de fecha 22 de agosto de 1985 (Acta 
Nº 12.784) que ahora impugnan. Se indicaba específicamente en 
esa nota “solicitamos financiar el saldo de colgamento en cuotas 
iguales a las que veníamos pagando (UR 4,48)”. Adicionalmente, 
a fs. 14 surge que el 24 de febrero de 2014 se firma la 
reestructura que permite que el pago del colgamento 2 se haga en 
cuotas, conforme lo solicitado por los ahora recurrentes. 
IV) Que no es posible entonces dar trámite al recurso y solicitud 
de suspensión interpuesto en fecha 8 de junio de 2020, en tanto 
se impugna una resolución dictada hace casi 35 años, que los 
recurrentes demostraron tener conocimiento previo del acto, ya 
sea con fecha 17 de julio de 2014 al solicitar la financiación del 
saldo de colgamento, o bien en fecha 24 de febrero de 2014,  al 
firmar la reestructura; razón por la cual la actual recurrencia es 
claramente extemporánea en los términos del artículo 317 de la 
Constitución y el acto administrativo impugnado se encuentra en 
consecuencia firme. 
V) Que atento a ello, no es posible ingresar al análisis de la 
solicitud de suspensión de la ejecución del acto administrativo, 
así como tampoco los agravios formulados por los recurrentes 
contra la resolución de Directorio de fecha 22 de agosto de 1985, 
Acta Nº 12.784. 
ATENTO: A lo previsto en los artículos 317 y 318 de la 
Constitución Nacional, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y 
Art. 1 del Reglamento General del Banco Hipotecario del 
Uruguay. 
RESUELVE: Desestimar, por extemporáneo, el recurso de 
revocación y solicitud de suspensión del acto administrativo, 
interpuesto por AA y BB, contra la resolución de Directorio de 
fecha 22 de agosto de 1985, Acta Nº 12.784, mediante la cual se 
creó el "Colgamento 2". 
                 

Nº 0475 
  

Expediente Nº 2018-52-1-02589 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX BLOCK X, UNIDAD XX 
DEL DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 



 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
setiembre de 2018, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 14 de marzo de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, Block X, unidad XX del departamento de 
Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible terminar 
el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera atrasos en 
el pago de cuotas mensuales", para luego indicar "Solicitamos se 
recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la unidad indexada, 
cosa que rige para algunos prestatarios y para los préstamos 
desde el año 2007 en que se aprobó la nueva Carta Orgánica del 
Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 



 

 

transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 



 

 

onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0476 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01243 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES – SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO RELATIVO AL PADRÓN XX, 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 



 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 10 de 
febrero de 2020, que a continuación se transcribe:  
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que en fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca relativa al 
padrón XX del departamento de Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas, se "Propicie que permitan la revisión 
de los contratos objeto del reclamo de manera de restablecer la 
ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible terminar 
el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera atrasos en 
el pago de cuotas mensuales" para luego indicar "Solicitamos se 
recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la unidad indexada, 
cosa que rige para algunos prestatarios y para los préstamos 
desde el año 2007 en que se aprobó la nueva Carta Orgánica del 
Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su firma 
hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta Orgánica) 
tuvo la categoría de préstamo social, hecho que señala ha sido 
tomado en cuenta por la recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para concluir que la ha llevado a 
la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 



 

 

En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba la constante 
desvalorización de los mismos. La recuperación de los préstamos 
con reajuste permite al BHU disponer de la masa de capital 
necesario para satisfacer los futuros requerimientos de capital 
para verterlos en la concesión de nuevos préstamos de largo 
plazo y así cumplir con su rol fundamental de facilitar el acceso a 
la vivienda de la población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 
del Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que 
determinan un desequilibrio de las prestaciones generando una 
excesiva onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el 



 

 

pacto y protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene la 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio 0310/13 de 
fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía a 
los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos establecidos en la misma. 
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
XI) Que en actuación de fecha 22 de noviembre de 2019, la 
Asesoría Letrada señala que comparte los fundamentos jurídicos 
por los cuales sugiere desestimar la petición presentada. 
ATENTO: A lo previsto en el artículo 30 de la Constitución 
Nacional, artículo 96 de la Carta Orgánica del BHU, y artículo 1 
del Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución por la Sra. AA. 
2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018. 

. 
Nº 0477 

  
Expediente Nº 2018-52-1-01991 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SR. AA - TITULAR DEL 
PRÉSTAMO HIPOTECARIO CLASE XX, SERIE XX, 



 

 

NÚMERO XX, PADRÓN XX DEL DEPARTAMENTO DE 
CANELONES - PETICIÓN FORMULADA AL AMPARO DEL 
ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
- Se desestima la petición y se adoptan otras medidas sobre el 
particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 23 de 
noviembre de 2018, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por el Sr. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 7 de marzo de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU el Sr. AA quien manifiesta 
ser deudor del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la hipoteca clase XX, serie 
XX, número XX, padrón XX del departamento de Canelones. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así 
un enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la 
equidad de la prestación para obtención de vivienda casa 
habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible terminar 
el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera atrasos en 
el pago de cuotas mensuales", para luego indicar "Solicitamos se 
recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la unidad indexada, 
cosa que rige para algunos prestatarios y para los préstamos 
desde el año 2007 en que se aprobó la nueva Carta Orgánica del 
Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que lo 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 



 

 

procederá a desestimar la petición formulada por el Sr. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 



 

 

integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por el Sr.  AA. 
2.- Notificar al peticionante de la presente resolución y poner en 
su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio Nº 
0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  
 
 
 



 

 

Nº 0478 
  

Expediente Nº 2018-52-1-02179 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN XX, UNIDAD XX DEL 
DEPARTAMENTO DE MONTEVIDEO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 26 
de noviembre de 2018, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 13 de marzo de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, unidad XX del departamento de 
Montevideo. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible terminar 
el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera atrasos en 
el pago de cuotas mensuales", para luego indicar "Solicitamos se 
recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la unidad indexada, 
cosa que rige para algunos prestatarios y para los préstamos 
desde el año 2007 en que se aprobó la nueva Carta Orgánica del 
Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 
Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 



 

 

Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 
lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 



 

 

punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA. 



 

 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018". 
  

Nº 0479 
  

Expediente Nº 2018-52-1-01180 - DIVISIÓN SERVICIOS 
JURÍDICOS Y NOTARIALES - SRA. AA - PROMITENTE 
COMPRADORA DEL PADRÓN Nº XX, UNIDAD XX DEL 
DEPARTAMENTO DE MALDONADO - PETICIÓN 
FORMULADA AL AMPARO DEL ARTÍCULO 30 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA - Se desestima la 
petición y se adoptan otras medidas sobre el particular. 
SE RESUELVE: Aprobar el proyecto de resolución formulado 
por la División Servicios Jurídicos y Notariales, de fecha 20 de 
agosto de 2018, que a continuación se transcribe: 
"VISTO: La petición formulada al amparo del artículo 30 de la 
Constitución de la República por la Sra. AA. 
RESULTANDO: I) Que con fecha 20 de febrero de 2018 se 
presenta ante el Directorio del BHU la Sra. AA, quien manifiesta 
ser deudora del BHU en tanto recibió de éste un préstamo en 
unidades reajustables en virtud de la promesa de compraventa 
relativa al padrón XX, unidad XX del departamento de 
Maldonado. 
II) Que solicita se dé cumplimiento a la Recomendación 
102/2013 de agosto 2013 de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, agregando que, en dicha recomendación, se ha 
indicado entre otras cosas que se "Propicie que permitan la 
revisión de los contratos objeto del reclamo de manera de 
restablecer la ecuación económica de los mismos, evitando así un 
enriquecimiento injusto del acreedor y una pérdida de la equidad 
de la prestación para obtención de vivienda casa habitación". 
III) Que en su petición señala que "El enorme incremento de la 
UR, debido a su forma de indexación provocó la pérdida del 
equilibrio de esa ecuación, lo que ha provocado pérdidas en 
calidad de vida del prestatario y además hace imposible terminar 
el plazo del préstamo en el tiempo estipulado y genera atrasos en 
el pago de cuotas mensuales", para luego indicar "Solicitamos se 
recalculen las cuotas y saldos de acuerdo a la unidad indexada, 
cosa que rige para algunos prestatarios y para los préstamos 
desde el año 2007 en que se aprobó la nueva Carta Orgánica del 
Banco". 
IV) Que concluye señalando que su préstamo, desde su 
firma hasta el año 2007 (cuando se aprobó la nueva Carta 



 

 

Orgánica) tuvo la categoría de préstamo social, hecho que 
señalan ha sido tomado en cuenta por la recomendación de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos para concluir que la 
ha llevado a la ruina. 
CONSIDERANDO: I) Que se comparte el informe realizado por 
la División Servicios Jurídicos y Notariales y en ese sentido, se 
procederá a desestimar la petición formulada por la Sra. AA al 
amparo del artículo 30 de la Constitución. 
II) Que no es cierto que se haya dado un trato no igualitario a los 
deudores del BHU en relación a aquellos cuyos créditos fueron 
transferidos a los diferentes fideicomisos que administra la ANV. 
En efecto, no existía antes ni existe ahora un derecho por parte de 
los diferentes deudores, a que sus créditos fueran transferidos a 
los diferentes fideicomisos que administra la ANV. En la medida 
en que no existe un derecho, mal puede argumentarse que se 
haya dado un trato no igualitario. Una vez transferidos esos 
créditos a los fideicomisos, el BHU dejó de tener injerencia en 
éstos, puesto que es la ANV quien los administra. 
III) Que el sistema de reajuste que creó la UR se implantó para 
evitar que las amortizaciones de los préstamos sufrieran los 
efectos del proceso inflacionario que determinaba su constante 
desvalorización. La recuperación de los préstamos con reajuste 
permite al BHU disponer de la masa de capital necesario para 
satisfacer los futuros requerimientos de capital para verterlos en 
la concesión de nuevos préstamos de largo plazo y así cumplir 
con su rol fundamental de facilitar el acceso a la vivienda de la 
población en general. 
IV) Que tampoco es cierto que la UR no cumpla con su cometido 
por el hecho de que en un determinado período de tiempo haya 
aumentado más que la UI. En realidad, en la medida en que 
reajustan por índices diferentes (IMS vs inflación), es esperable 
que reajusten de forma diferente, y mal puede decirse que haya 
dejado de cumplir su cometido, cuando el mismo fue poner a 
cubierto al sistema financiero de los efectos de la inflación, 
vinculando la evolución de la UR al IMS. 
V) Que es un error sostener que se produjo una "excesiva 
onerosidad superviniente derivada de un devenir impredecible 
del valor de la moneda pactada en los contratos de préstamo 
hipotecario en UR", fundamento que utiliza la Institución 
Nacional de Derechos Humanos para solicitar la aplicación de la 
"teoría de la imprevisión", en tanto no ha existido un 
acontecimiento extraordinario o un hecho imprevisible. No ha 
acaecido una suba brusca y extraordinaria de la UR, sino que, a 



 

 

lo largo de los años, y en función de los ajustes supervinientes en 
punto a la recuperación salarial de los ingresos, la UR ha ido 
reflejando paulatinamente esa suba. 
VI) Que admitir la revisión del contrato, implicaría violar, 
además del principio de intangibilidad del contrato, el régimen 
integral establecido en el Decreto-Ley 14.500, y en especial, 
sería directamente inutilizar los artículos 9 y 10 de dicha norma. 
VII) Que de acuerdo a la legislación vigente (artículo 1291 del 
Código Civil) los hechos posteriores al contrato, que determinan 
un desequilibrio de las prestaciones generando una excesiva 
onerosidad para el deudor quedan absorbidos por el pacto y 
protegidos por el sistema jurídico, el que carece de norma 
habilitante para presuponer que el negocio se otorga con la 
condición de inexistencia o de factores que incidan en el futuro 
modificando la convención. 
VIII) Que, así como, no existe una obligación del BHU de 
modificar el saldo de la deuda y las cuotas que tiene el 
peticionante (pasando de UR a UI), menos derecho existe a que 
se recalculen los pagos realizados en el pasado, en tanto, como ya 
se dijo, la intangibilidad de los contratos es la norma en nuestro 
derecho (artículos 1250, 1277 y 1291 inc. 1 del Código Civil). 
IX) Que sin perjuicio de no accederse a lo peticionado, el 
Directorio entiende pertinente manifestar que por resolución de 
Directorio Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018 se ha 
dispuesto aprobar una propuesta para los clientes que sean 
titulares de productos nominados en unidades reajustables, 
propuesta que se presenta como una flexibilización a las 
condiciones aprobadas por resolución de Directorio Nº 0310/13 
de fecha 23 de octubre de 2013, resolución que también permitía 
a los clientes titulares de productos nominados en unidades 
reajustables su traspaso a unidades indexadas una vez cumplidos 
los requisitos allí establecidos.  
X) Que esta nueva propuesta permite, en la medida en que se 
cumplan las condiciones habilitantes, autorizar la reestructura de 
deudas actualmente nominadas en unidades reajustables, 
autorizando su transformación en productos en unidades 
indexadas. 
ATENTO: A lo previsto en el Art. 30 de la Constitución de la 
República, Art. 96 de la Carta Orgánica del BHU, y Art. 1 del 
Reglamento General del Banco Hipotecario del Uruguay. 
RESUELVE: 1.- Desestimar la petición formulada al amparo 
del artículo 30 de la Constitución de la República por la Sra. AA 



 

 

2.- Notificar a la peticionante de la presente resolución y poner 
en su conocimiento el contenido de la resolución de Directorio 
Nº 0170/18 de fecha 3 de mayo de 2018".  
  
  
 

 


